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I.- LOS CAMBIOS AGRARIOS DURANTE LA REVOLUCIÓN LIBERAL. LAS DESAMORTIZACIONES.

I.1.-Antecedentes.

Introducción. 

Concepto y cronología.

La desamortización fue un hecho fundamental en el proceso de la revolución  burguesa. Significó un cambio esencial en el sistema de propiedad y tenencia de la tierra. 

 Por desamortización entendemos la incautación estatal de bienes raíces de propiedad  colectiva, bien eclesiástica o bien civil, que, tras la correspondiente nacionalización y  posterior venta en subasta, pasan a formar una propiedad nueva, privada, con plena  libertad de uso y disposición; así pues pasan a tener la condición de bienes libres de  propiedad particular ordinaria. 

 Es necesario distinguir entre ‘desvinculación’ y ‘desamortización’. Por la primera, los  bienes se hacen libres en sus mismos poseedores, como sucedió con los mayorazgos.  Por la segunda, sus poseedores los pierden, pasan al Estado, bajo cuyo dominio son  ‘bienes nacionales’, el Estado los vende a particulares, y al adquirirlos los compradores  se hacen ‘bienes libres’. 

El proceso desamortizador se aplica con toda su fuerza en los períodos de  gobierno progresista bajo las regencias de Mª Cristina (en los años 1836-37) y  Espartero y durante el Bienio Progresista (1854-56), de nuevo con Espartero a la  cabeza, reinando ya Isabel II. 

La agricultura era la actividad económica más importante en España debido al volumen de población activa empleada (2/3 del total). Hasta el siglo XIX soportó una permanente situación de atraso, con escasas innovaciones tecnológicas y bajos rendimientos. 

Esta situación se relacionaba de un modo especial con la peculiar distribución de la tierra. El campo español arrastraba una serie de desequilibrios muy graves entre los que destacaba el problema de la propiedad. Mientras en determinadas zonas del norte y este peninsular abundaban los minifundios, desde el valle del Tajo hacia el sur las propiedades eran mayoritariamente latifundistas. Estas singularidades del caso español encuentran sus orígenes en el proceso de la Reconquista (En sus inicios, sobre todo en la cornisa norte, se llevó a cabo una “repoblación libre”. Los campesinos iban ocupando pequeñas parcelas de terreno en unos lugares que no eran demasiado atractivos: tenían una geografía abrupta y además eran fronterizos con el enemigo musulmán. Era el origen del minifundio del norte. A partir del siglo XIII, la situación cambió. La Reconquista avanzó rápidamente hacia el sur del valle del Tajo. Los reyes castellanos, en compensación por la ayuda prestada, repartieron grandes lotes de tierra entre los nobles que participaron en los avances militares. Era el germen del latifundio del centro y sur peninsular), aunque determinadas actuaciones en los siglos venideros no hicieron sino agravar dicha situación, por cuanto favorecieron el proceso de concentración las propiedades en pocas manos. Así, un enorme porcentaje de las tierras estaban en manos de la nobleza y el clero, que vivían de las rentas que les proporcionaba el campo. 

La nobleza, gracias al mayorazgo o vínculo de mayorazgo, una institución del antiguo derecho castellano que permitía mantener un conjunto de bienes vinculados entre sí de manera que no pudiera nunca romperse este vínculo. Los bienes así vinculados pasaban al heredero, normalmente el mayor de los hijos, de forma que el grueso del patrimonio de una familia no se diseminaba, sino que sólo podía aumentar, consiguió un patrimonio territorial inmenso. Dichas propiedades quedaban “vinculadas” a la casa titular, no podían ser divididas, ni enajenadas y pasaban íntegras al heredero. 

La Iglesia, por su parte, era propietaria de grandes extensiones de tierra como consecuencia de las donaciones. Estaban “amortizadas”, es decir, no podían ser vendidas o parceladas. 

También los municipios eran propietarios de las “tierras comunales” (Se trataba de fincas que pertenecían a los municipios y cuyos vecinos podían aprovechar gratuitamente. Normalmente el aprovechamiento de pastos, leña, caza,… permitía a los más humildes complementar sus escasísimos ingresos), que a menudo permanecían improductivas o estaban mal cultivadas. 

Las tierras de la Iglesia y las de los municipios se denominaban propiedades de “manos muertas”, ya que, como no se podían poner a la venta, no había posibilidad de que cambiasen de manos. 

Todas estas tierras amortizadas suponían un enorme lastre para la economía nacional: por ellas no se pagaban impuestos y, además, se explotaban con técnicas de cultivo tradicionales, por lo que eran poco productivas. 

Los políticos ilustrados del s. XVIII se preocuparon por modernizar la agricultura, con críticas a los bienes raíces amortizados de la nobleza y del clero, así como contra las propiedades de “manos muertas” de los municipios. 

Los políticos liberales del s. XIX, conscientes de que los cambios en la estructura de la propiedad de la tierra habían favorecido en otros países una gran expansión de la producción agrícola y un aumento de la productividad, propugnaban la liquidación de las formas propias del Antiguo Régimen (señoríos, mayorazgos,…) para poder vender las tierras. Entendían que los nuevos propietarios se preocuparían de aumentar la productividad de las tierras y de la modernización del campo. Todo esto redundaría en un beneficio global hacia el Estado por un doble motivo: 

· Si aumentaba la producción, aumentaría la recaudación de impuestos de la Hacienda pública. 

· Si aumentaba la producción, la población aumentaría sus ingresos y con ellos su poder adquisitivo y podrían actuar como un revulsivo para la economía del país.

 El proceso desamortizador. 

A) Reinado de Carlos III

En  primer lugar durante el reinado de Carlos III ( Pablo de Olavide, Campomanes, Melchor Gaspar de Jovellanos), iniciaron el proceso desamortizador aunque sólo desde un punto de vista teórico, cuando los ilustrados criticaban la amortización de bienes raíces y le achacaban el ser la principal causa del estancamiento agrario. Los reformistas ilustrados del siglo XVIII, preocupados por obtener el máximo rendimiento de la tierra y los recursos naturales, fuente para ellos de la riqueza y fortaleza del Estado, habían insinuado la necesidad de cambiar el sistema señorial de propiedad de la tierra. En el Antiguo Régimen, una gran parte de la tierra era de manos muertas, es decir, tierras vinculadas a dominios monásticos o a municipios y, además de no tributar (No pagaban impuestos a la hacienda pública), no podían ser vendidas por sus titulares, estaban fuera del mercado y, por ello, no podían ser capitalizadas ni mejoradas. Si se quería promover la reforma agraria era necesario que pasaran a ser bienes privados susceptibles de mejoras técnicas. Se intentaron poner en venta bienes del clero (imposible por no llegar a un acuerdo con la santa sede en Roma), y bienes municipales.  Esta primera desamortización no surtió los efectos deseados y acabó derogándose. 

B) El reinado de Carlos IV
La primera tentativa desamortizadora se llevó a cabo durante el reinado de Carlos IV. En 1798, el aumento de la Deuda Pública obligó a la desamortización de una sexta parte de los bienes de la Iglesia, con el permiso del Papa; Se enajenaron propiedades relacionadas con “obras pías”: hospicios, hospitales, casas de misericordia,… Con esto se vieron perjudicados los más humildes que, en muchas ocasiones, dependían de esas instituciones y que, una vez expropiadas, no fueron sustituidas por instituciones estatales. Sin embargo, esto no solucionó el problema de la Hacienda, ya que los beneficios de las ventas se destinaron al sostenimiento de los gastos de la guerra contra Inglaterra (el gobierno puso a la venta bienes incautados a la Iglesia mediante la supresión de conventos, pagando como indemnización un 3 % anual del producto de las ventas. En total se vendió la sexta parte (16,5) de los bienes de la Iglesia (1.600 millones de reales). Pero este dinero no se aplicó a reducir la deuda del Estado sino a campañas militares (las guerras con Inglaterra), mientras que la Iglesia tuvo que reducir o eliminar sus gastos de asistencia social a enfermos, ancianos, marginados, etc. a los que atendía con las rentas de sus propiedades, porque el Estado no protegía a estos colectivos, que se vieron por tanto en la miseria. 

Durante el primer tercio del siglo XIX, tendrán lugar otros intentos desamortizadores, aunque no tendrán una gran repercusión: 

Las Cortes de Cádiz (1810-1814) promulgan leyes destinadas a la desamortización civil (Ley para repartir tierras comunales, Ley de desvinculación de los señoríos) y a la desamortización eclesiástica (incorporan al Estado los bienes de órdenes religiosas disueltas por las Cortes). 

Durante el reinado de Fernando VII (en el Trienio Liberal, 1820-1823) se permite la venta de las tierras baldías y el cercamiento de las tierras comunales. 

Será a partir de 1833, en el reinado de Isabel II, con los gobiernos progresistas, el proceso de desamortización se vuelve más intenso por varias causas: 

A) Las necesidades económicas del Estado aumentan por el aumento de los gastos (para hacer frente a los gastos ocasionados por las guerras carlistas) y por la disminución de los ingresos (pérdida de las colonias americanas). 

B) El apoyo del clero a la causa carlista. 

C) La resistencia de los campesinos a continuar pagando los viejos derechos feudales. 

El proceso de desamortización supone la apropiación por parte del Estado de bienes raíces de propiedad eclesiástica, civil o colectiva, desvinculando las tierras de sus propietarios y haciéndolas aptas para ser vendidas mediante subasta. De esta manera, los bienes pasan a una nueva propiedad privada, para que los nuevos propietarios modernizasen el campo, entrando en la economía de mercado.
La revolución liberal trajo consigo una serie de cambios legales que transformaron el campo español hacia una agricultura capitalista. El primero de ellos fue la supresión definitiva de la vinculación de las tierras, tanto civiles como eclesiásticas. En segundo lugar, la abolición del régimen jurisdiccional, que transformó los señoríos en propiedades privadas y a los vasallos en trabajadores libres. En tercer lugar, un decreto aprobó la libertad de cercamiento de las tierras, de comercialización de las cosechas y de fijación de los precios, implantando así el libre mercado en el sector agrario. En cuarto lugar, se suprimió el diezmo que pagaban los campesinos a la Iglesia, aunque ésta recibiría a cambio la ayuda del Estado a través del presupuesto público.

Pero la medida más llamativa de la revolución liberal, y la más importante desde el punto de vista económico y social, fue la desamortización de las tierras de la Iglesia y de los concejos. Medida a la que se habían negado con anterioridad los Borbones.

Fue la enorme deuda acumulada la que llevó a la corona a recurrir a la desamortización. El primer decreto fue el de Godoy en 1798, y afectó sólo a los bienes de algunas instituciones benéficas de la Iglesia. Después hubo varios intentos durante la Guerra de la Independencia y el Trienio Liberal que quedaron frustrados por el restablecimiento del absolutismo.

La propiedad de la tierra en el A. Régimen estaba en manos de la Iglesia (en especial de las órdenes religiosas), de la nobleza rentista, del Estado o los municipios; habitualmente se denunciaba su explotación poco racional que impedía obtener el mejor rendimiento. Esos beneficiarios se consideraban como “manos muertas”, por lo que el proceso de hacer pasarlas a otros propietarios dispuestos a obtener la mejor explotación económica en beneficio propio se denominó desamortización. Este proceso constituye un elemento esencial para comprender el tránsito de la sociedad del Antiguo Régimen al liberalismo, en el que la propiedad se concibe como individual y absoluta en su capacidad de gestión.
I.2.- La Desamortización de Mendizábal.

http://www.historiasiglo20.org/HE/texto-mendizabal.htm
“La desamortización supone la incautación estatal de bienes raíces de propiedad colectiva, bien eclesiástica o bien civil, que, tras la correspondiente nacionalización y posterior venta en subasta, pasan a formar una propiedad nueva, privada, con plena libertad de uso y disposición” (José SÁNCHEZ JIMÉNEZ, La España contemporánea, I. 1808-1874, Istmo Madrid, 1991, p.302.

A partir de 1833 el proceso de desamortización se precipitó por varias causas. En primer lugar, la guerra obligaba al Estado a obtener recursos, cuando las arcas estaban vacías y el crédito exterior se había hundido. En segundo lugar, se difundió en el país un clima anticlerical, a causa del apoyo del clero al bando carlista. En tercer lugar, los antiguos compradores de bienes desamortizados en el Trienio, presionaban al gobierno para que les devolviera sus bienes. Por eso no es extraño que los gobiernos liberales fueran avanzando hacia la desamortización.

El grueso del proceso tendrá lugar en dos fases: La primera fase, conocida como la desamortización eclesiástica, se inició en 1836 y fue llevada a cabo por el ministro de Hacienda Mendizábal; la segunda con la desamortización civil de Madoz.

Mendizábal, fue primer ministro y luego Ministro de Hacienda en los gobiernos progresistas de 1835 y 1836. Cuando en 1835 llamado por sus amigos políticos y hombres de negocios progresistas, llegó desde Londres para presidir el Gobierno, tras la dimisión del Conde de Toreno, lo que le preocupaba era garantizar el trono de Isabel II. Para ello era condición necesaria ganar la guerra carlista, pero no podría realizarse sin dinero o sin crédito. A su vez, para fortalecer la credibilidad del Estado ante futuras peticiones de crédito a instituciones extranjeras, era preciso eliminar o disminuir la deuda pública. Ante la mala situación de Hacienda, juzgó que había que recurrir a nuevas “fuentes” de financiación, que eran los bienes eclesiásticos.

La llamada Desamortización está expresada por los decretos de 16 y 19 de febrero y 8 de marzo, declarando extinguidos los conventos, colegios, congregaciones, etc., adjudicándose sus bienes al Estado y ordenándose su venta para pagar la Deuda pública.

La desamortización se plasmó en dos disposiciones, la primera suprime las órdenes religiosas (octubre 1835) y la segunda (febrero 1836), determina el sistema de venta de los bienes nacionalizados.

En 1838 se aceleró el proceso, y sobre todo desde 1840, cuando la victoria cristina hizo irreversibles las ventas. Además, desde agosto de 1841, bajo la regencia de Espartero, se incluyeron los bienes del clero secular.

Fue finalmente con la vuelta de los moderados, en 1844, cuando se suspendieron las subastas. 

Con la desamortización se pretendían lograr cuatro objetivos básicos:

a) Financiero: buscar ingresos para pagar la deuda pública del Estado, tanto a nacionales como a extranjeros, al ofrecer a los compradores de bienes la posibilidad de que los pagaran con títulos emitidos por el Estado. De este modo, quedarían resueltos los problemas hacendísticos y se obtendrían además recursos económicos para pagar la guerra contra los carlistas.

b) Objetivo político: ampliar el número de simpatizantes al liberalismo, crear un sector de propietarios que se sintieran unidos al régimen liberal isabelino porque los compradores de bienes desamortizados ligarían su suerte a la victoria del bando liberal, pues un hipotético triunfo de los carlistas obligaría a devolver las fincas a la Iglesia.

c) Objetivo social: crear una clase media agraria de campesinos propietarios

d) Cambiar la estructura de la propiedad eclesiástica, que de ser amortizada y colectiva pasaría a ser libre e individual. Además la Iglesia sería reformada y transformada en una institución del nuevo régimen y sus ministros se convertirían en “funcionarios” del Estado.

Las fincas fueron tasadas por peritos de Hacienda y subastadas después, alcanzando una puja media del 220% sobre el precio de salida. Dado el distinto tamaño de los lotes, eran en teoría asequibles para grupos sociales de bajos ingresos, pero en la práctica los propietarios y los inversores burgueses acapararon las compras, puesto que eran los únicos que tenían liquidez, sabían pujar y podían controlar fácilmente las subastas. Además, comprar era un excelente negocio: sólo se abonaba el 20% al contado, el resto se pagaba aplazado, y se admitían para el pago los títulos de deuda por su valor nominal. Como estaban muy desvalorizados en el mercado, adquirirlos en bolsa y pagar con ellos era una ganga para el comprador.

El proceso tan perjudicial para los intereses del Estado no era consecuencia de un error de cálculo.

Mendizábal sabía que la admisión para el pago de títulos por su valor nominal produciría esa situación. Pero no se buscaba ni un reparto de las tierras ni una reforma agraria, sino beneficiar a quienes, como él mismo, pertenecían a la elite financiera y comercial, y buscaban consolidar su prosperidad económica con la compra de bienes inmuebles. 
CRÍTICAS AL PROCESO. 

 Entre las raras voces de los sectores progresistas que se opusieron a Mendizábal  destacó la de Flórez Estrada. En un artículo publicado en El Español, en febrero de  1836, se declaraba partidario de la desamortización, pero contrario al sistema  propuesto por el ministro de Hacienda. Su preocupación reformista era  fundamentalmente social. Admitía la desamortización para mejorar la condición de las  clases rurales y estaba preocupado por favorecer al proletariado agrario. Flórez 

Estrada volvió a enlazar con el espíritu de los ilustrados: desamortizar para reformar la  estructura agraria. Su propuesta era arrendar en “enfiteusis”  por 50 años a los  mismos colonos que las estaban trabajando a la Iglesia, con la posibilidad de  renovación del contrato al expirar dicho plazo. Esta propuesta era ventajosa para el 

Estado, que no perdía la propiedad de los “bienes nacionales” y podía invertir el  importe de las rentas en el pago de las deudas. Al mismo tiempo advertía que con las  ventas todas las clases de la sociedad saldrían perjudicadas y solo ganarían los  especuladores. 

I.3.- La desamortización de Madoz.

http://www.cervantesvirtual.com/servlet/SirveObras/01371307011274801870035/p0000001.htm#I_1  Pascual Madoz, fue el ministro de Hacienda que impulsó la segunda ley de desamortización, en 1855. El 1 de mayo de 1855, sacó a la luz su Ley de Desamortización General. Se llamaba “general” porque se ponían en venta todas las propiedades rústicas y urbanas pertenecientes a la Iglesia, que no habían sido vendidos en la etapa anterior, los bienes de propiedad municipal y de propios y comunes, es decir, la propiedad colectiva o comunal y, en general, todos los bienes que permanecieran amortizados. Se trataba, por tanto, de completar y terminar el proceso de desamortización iniciado por Mendizábal. A diferencia de éste, la Ley Madoz se desarrolló a gran velocidad, mediante el pago de un 10% de entrada y el resto aplazado, y admitiéndose sólo el abono en efectivo. Sólo en casos excepcionales resultaba posible la compra de bienes nacionales a partir de títulos de la Deuda, pero no por su valor nominal, sino de acuerdo con la cotización del día anterior. Se daban facilidades para la redención de censos. El volumen de dinero acumulado fue, casi el doble que en 1845, y se destinó a amortizar la deuda y a cubrir las necesidades de la Hacienda tras la abolición del impuesto de consumos, decretada en los días del golpe militar de 1854.

I. 4.- Consecuencias de las medidas desamortizadoras.

A) - Consecuencias de la Desamortización de Mendizábal: Los resultados fueron decepcionantes, pues gran parte de las compras fueron realizadas por la burguesía de negocios alejada de allí donde radicaban las fincas

- Desmantelamiento casi completo de la propiedad de la Iglesia y de sus fuentes de riqueza. Como compensación, el Estado se comprometió a asegurar la sustentación del clero secular, con cargo a los presupuestos públicos (Ley de Dotación de Culto y Clero de 1841).

- Consecuencias sociales: no fue una reforma agraria, en vez de una numerosa familia de propietarios, lo que en realidad se produjo fue un gran número de asalariados campesinos – jornaleros cuyo trabajo dependía del ritmo estacional de las cosechas –. Acentuó el latifundismo en Andalucía y Extremadura, y el minifundismo en el Norte.

- Consecuencias económicas: Los nuevos propietarios, en general, no emprendieron mejoras, sino que se limitaron a seguir cobrando las rentas y las incrementaron, al sustituir el pago de los derechos señoriales y diezmos por nuevos contratos de arrendamiento. Además trajo consigo un proceso de deforestación, pese a las prohibiciones del gobierno en ese sentido.

- En cuanto a los beneficios obtenidos por la Hacienda Pública, fueron menores en comparación con lo que se esperaba.

- El objetivo político – ampliar el número de simpatizantes al liberalismo– sólo se logró parcialmente, pues el liberalismo se ganó nuevos enemigos entre las gentes más católicas, que consideraban que la desamortización representaba un feroz ataque contra la Iglesia.

También pensaban que ayudaría a la consolidación del régimen liberal. Desde el punto de vista social fue así porque, en adelante, cualquiera que apoyara el restablecimiento del Antiguo Régimen debía ser consciente de que tendría enfrente a los poseedores de bienes nacionales. Esto determinó que un amplio sector del campesinado fuese antiliberal al considerarse agraviado por muchas de las reformas, mientras que la mayoría de la nobleza apoyó la revolución liberal.

El definitivo triunfo de la propiedad liberal y capitalista, pues se aprobó la definitiva desaparición del mayorazgo, la nobleza no se mostró muy descontenta con esta medida que aumentaba el valor de sus propiedades al hacerlas entrar en el mercado. Otra cosa fue la abolición de los señoríos, que la nobleza hizo todo lo posible por convertirlos en propiedad y en gran parte de los casos lo logró, cuando disponía de documentación suficiente gracias a la complicidad de los tribunales de justicia con los propietarios.

- En ocasiones, no se desamortizó sólo la propiedad, sino también las rentas. De ahí derivaron los “foros”, antiguos censos pasados a manos de la burguesía, que se asimilaba de este modo a una vida de rentista,en especial en la zona norte.

- Consecuencias en el terreno urbanístico, cultural y religioso. En las ciudades como la mayoría de los inmuebles estaba en el centro urbano, la desamortización contribuyó a un urbanismo discriminador. La alta burguesía acaparó los mejores edificios del centro, excluyendo a las clases medias, confinadas en las viejas viviendas, y dejando para los obreros los arrabales de la periferia. Los grandes edificios de los conventos se convirtieron en cuarteles o edificios públicos o fueron derribados para construir grandes plazas. Con frecuencia, la desaparición de estas instituciones supuso no sólo la destrucción de importantes edificios de otras épocas, sino también la dispersión de su patrimonio mueble, aunque la creación de archivos y museos algún tiempo después permitió recoger una parte de esas riquezas del pasado.

B -Consecuencias de la desamortización de Madoz.

Eliminación de la propiedad comunal y de lo que quedaba de la eclesiástica, lo que provocó, un agravamiento considerable de la situación económica del campesinado, y en el una ruptura de las relaciones con la Iglesia ante la flagrante violación del Concordato.

Ahora, sin las angustias anteriores de Hacienda, el dinero, fue dedicado a la industrialización del país, y en concreto a la expansión del ferrocarril. Además el propietario del dinero no era el Estado, sino los ayuntamientos. Aquél percibiría el importe de las ventas en nombre de éstos y los transformaría en lo que hoy podrían ser bonos del Estado, lo cual significaba que éste se convertía en “custodio” de los fondos de los ayuntamientos utilizándolos para el bien de todos. En este proceso, la burguesía con dinero fue de nuevo la gran beneficiaria, aunque la participación de los pequeños propietarios de los pueblos fue mucho más elevada que en el anterior de Mendizábal.

En conjunto el proceso desamortizador contribuyó claramente al cambio hacia una sociedad burguesa. Significó el traspaso de una enorme masa de tierras a los nuevos propietarios y la fusión de la antigua aristocracia feudal con la burguesía urbana para crear la nueva elite terrateniente. Pero no sirvió para que las tierras se repartieran entre los menos favorecidos, porque no se intentó hacer ninguna reforma agraria sino conseguir dinero para los planes del Estado, aunque a medio y largo plazo si contribuyó a que aumentara el volumen general del producto agrícola, al trabajar los nuevos propietarios tierras que hasta entonces no habían sido labradas.
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MAPA DE LA DESAMORTIZACIÓN DE MENDIZABAL.
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MAPA DE LA DESAMORTIZACIÓN DE MADOZ.

I.- LAS TRANSFORMACIONES ECONÓMICAS Y SOCIALES EN LA ESPAÑA DEL SIGLO XIX.

I.5.-Cambios agrarios.

La consecuencia más importante de la reforma agraria liberal fue el aumento de la roturación de las tierras: la superficie agraria pasó bajo el reinado de Isabel II de 10 a 16 millones de hectáreas, consiguiendo prescindir de las importaciones de cereales y permitiendo un crecimiento sostenido de la población.

La mayor expansión de cultivos se produjo en los cereales, que en 1860 representaban el 80 % del suelo agrícola español. El segundo gran protagonista fue la vid que se convirtió en un producto de exportación. El cultivo del olivar se consolidó en Andalucía pero alcanzando también presencia en Aragón y Cataluña debido a la demanda para uso doméstico e industrial. También se extendió el cultivo del maíz, y sobre todo, de la patata.

Mientras la ganadería ovina y la lanar sufrieron un notable retroceso. Esta última como consecuencia del descenso de las exportaciones de lana, de la supresión de la Mesta y de las nuevas roturaciones. En cambio, aumentó la cabaña porcina.

Las únicas innovaciones de corte moderno se realizaron en el litoral valenciano, donde se desarrollaron, desde mediados de siglo, los cultivos especializados, hortícolas y frutícolas. El salto más espectacular correspondió a las naranjas y también en algunos regadíos del interior al cultivo de la remolacha que sustituyó a la caña de azúcar importada de Cuba hasta 1898. Las islas Canarias se especializaron en los cultivos del plátano, tomate y tabaco.

Así, frente a la visión tradicional que achaca a la agricultura el atraso económico español, autores afirman que la agricultura española del XIX experimentó un progreso nada despreciable y constituyó un sector dinámico de la economía.

Por tanto, las causas del atraso de la España del siglo XIX no deben centrarse sólo en la agricultura, sino en las políticas económicas practicadas.

II.1- La economía española del siglo XIX. Características:

La trayectoria de la economía española del XIX es de una evolución lenta e inacabada, en relación con las transformaciones que experimentaban otros países europeos. Ello no significa que no hubiera cambios importantes, pero la transformación fue lenta, incompleta y a menudo traumática, dando como resultado una economía débil, con aspectos propios del pasado, que se prolongará hasta bien entrado el siglo XX.

Varias fueron las causas de ese retraso:

1) Las condiciones geográficas, que no facilitaban las comunicaciones para un mercado articulado: una orografía compleja, un clima duro, la ausencia de una red fluvial y de canales. El desarrollo ferroviario no contribuyó a cambiar las cosas. Sólo la red portuaria garantizaba la comunicación con mercados exteriores.

2) La escasez de materias primas y de fuentes de energía y su dispersión geográfica, que hacían costosa la producción. Sólo algunas regiones del Norte, podrán desarrollar su industria siderúrgica a mediados del siglo.

3) El lento crecimiento demográfico, que supuso la falta de mano de obra industrial y un excedente en la agricultura. A finales de siglo la población sobrante inicia la emigración a América en vez de a las ciudades.

4) La pérdida de las colonias americanas, significó la ausencia de unos mercados y fuentes de materias primas para generar un despegue industrial.

5) La falta de capitales, que impidió la inversión para cambiar las técnicas de producción en la industria. La burguesía española se convirtió en rentista y terrateniente, y dedicó sus capitales a la especulación. Sólo en el Norte y en Cataluña hubo un sector emprendedor que canalizó sus capitales a la industria textil y siderúrgica.

6) El papel del Estado, cuya política proteccionista favoreció los intereses agrarios e impidió el desarrollo de la competencia capitalista. Al proteger la producción española con aranceles, se potenciaba el inmovilismo y la falta de cambios tecnológicos en el campo

I.2.1- Los distintos sectores económicos

 La industria española presentaba un cuadro similar al agrario a finales de siglo.

El bajo nivel de vida de la población era un obstáculo para la formación de un mercado capaz de promover la producción de artículos de consumo. Los salarios eran muy bajos porque sobraba mano de obra en el campo, pero que no emigraba a las ciudades ante la falta de empleo industrial. El escaso desarrollo de las industrias de consumo significaba una baja demanda de maquinaria industrial, lo que impedía el crecimiento de la siderurgia.

Otro problema era la inexistencia de un mercado interior interconectado. A ello hay que añadir la escasez de inversiones, salvo en algunas regiones de la periferia. Por último, estaba la política proteccionista de los gobiernos que, si bien al principio contribuyó a preservar la industria nacional frente a la competencia extranjera, a largo plazo desincentivó la inversión y la incorporación de mejoras técnicas.
Hacia 1830 sólo un sector y una ciudad habían iniciado su industrialización: el textil de Barcelona. Las causas de este despegue:
a) La introducción de la energía del vapor y la mecanización de las fábricas textiles dio lugar a una disminución de costes y precios y a una multiplicación de las ventas, pero con la contrapartida de sustituir la mano de obra masculina por niños y mujeres, con salarios mucho más bajos. No es extraño, por ello, que fueran los obreros catalanes los más concienciados y los primeros que se organizaron en defensa de sus derechos, naciendo entre ellos el movimiento obrero español.

b) La política proteccionista gubernamental: prohibieron la importación de telas de algodón, lo que permitió a los productos catalanes competir con ventaja en el mercado interior. La crisis estalló en 1862-1863, por la Guerra de Secesión estadounidense.

c) Mucho menor fue el desarrollo del sector siderúrgico. Aunque la demanda de hierro comenzó a crecer a partir de 1830, no puede hablarse de un despegue. Primero, porque faltó un proceso de mecanización. Segundo, porque el boom siderúrgico que hubiera supuesto el ferrocarril o los barcos de vapor no se produjo, al permitir la ley de 1856 la libre importación sin aranceles de materiales extranjeros, mucho más baratos que los españoles. Tercero, la escasez, baja calidad y alto coste del carbón español aumentaba los precios del hierro nacional.

 La agricultura.

Es difícil estudiar la evolución de la agricultura española del XIX por la falta de estadísticas antes de 1850. En general, hay que señalar el cambio decisivo que supuso, desde el punto de vista legal, la eliminación del señorío, de las vinculaciones y de los precios tasados. También, lógicamente, la acumulación de la propiedad de la tierra y el reforzamiento de su estructura (latifundio y minifundio) que resultó de la desamortización.

La desamortización y la revolución liberal también supusieron la decadencia de la cabaña ganadera, esto hizo que también disminuyera el abono natural aportado a la tierra.

Aunque aumentó, como ya hemos dicho, el cultivo de patata y maíz, el trigo y otros cereales siguieron siendo los productos fundamentales y la base de la alimentación de la gran mayoría de la población. Ésta, que aumentó lentamente y se mantuvo como población jornalera con salarios muy bajos, apenas mejoró su nivel de vida. De hecho, se mantuvo en permanente amenaza de hambre a causa de malas cosechas o de plagas.

Fue una agricultura estancada que ni suministraba mano de obra a la industria ni mercado suficiente para los productos fabriles.

 El boom ferroviario.

La construcción del ferrocarril experimentó un impulso en la segunda mitad del XIX. En 1844 se publicó una Real Orden para regular la construcción, pero fue muy imprecisa y no creó un marco legal adecuado para incentivar inversores. En 1843 se concede a José María Roca la licencia de explotación para la construcción del primer trayecto Barcelona-Mataró, inaugurado en1848, por Isabel II; al que sigue en 1851, el financiado por el Marqués de Salamanca entre Madrid-Aranjuez, y en 1853 se construye el tramo Gijón-Langreo. Fueron los progresistas quienes en 1855 aprobaron la Ley General de Ferrocarriles, que fijaba condiciones muy favorables para la construcción: regulaba la formación de las compañías de construcción, garantizaba las inversiones extranjeras en caso de guerra, eximía de aranceles a los materiales necesarios para tender las líneas, subvencionaba hasta un tercio del coste de construcción y permitía a las compañías financieras emitir obligaciones. Se fijaba un plano radial a partir de Madrid, y se optaba por un ancho de vía de 1,63 cm (23 cm) más ancho que el europeo. Se argumentó dicha decisión que el mayor ancho permitiría máquinas más potentes

Al amparo de la Ley de Sociedades de Crédito, se formaron tres grandes grupos, participados por la banca francesa de las familias Pereire, Rosthschild y Prost, que fundaron las tres grandes compañías ferroviarias: la del Norte, la MZA (Madrid a Zaragoza y Alicante) y la de Ferrocarriles Andaluces. A ellos se unieron, como socios españoles, algunos de los principales magnates de las finanzas y de la Bolsa.

Se calcula que el 40% de la financiación fue de inversores españoles, otro 40% de capitales extranjeros y un 20% del Estado. Se ha dicho que el ferrocarril absorbió una buena parte de los capitales que hubieran debido invertirse en la industria, y que al permitir importar hierro del exterior sin aranceles se perdió una oportunidad de lanzar la siderurgia nacional. Pero también es verdad que sin ferrocarriles difícilmente hubiera podido crecer la siderurgia y que ésta no estaba en condiciones de cubrir la demanda de hierro y carbón para su construcción.

  El comercio y las finanzas.

El comercio español, que había experimentado un hundimiento con la pérdida de las colonias americanas y el clima de guerra civil, comenzó a recuperarse a partir de 1840. En el interior se debió a la desamortización y la liberalización de precios y mercados, a la reparación y construcción de nuevas carreteras y a la eliminación de aduanas vascas y de otras trabas internas.

Mucho menos se desarrolló el comercio exterior, debido tanto a la política proteccionista de los moderados como al caos monetario y la revalorización de la moneda, que dificultaba su uso en transacciones exteriores. A partir de 1856 la nueva legislación y la reducción de aranceles permitieron la entrada de capitales extranjeros y el aumento del tráfico comercial.

El sector financiero adoleció de la misma debilidad que el resto de la economía. Su retraso respecto a las finanzas europeas se debía:
Al clima de permanente inestabilidad política. 2- El retraso en generalizar el sistema de sociedades anónimas, lo que retrajo a los inversores, que arriesgaban no sólo su capital en las empresas, sino también su patrimonio particular.

3- El país se hallaba sometido en un caos monetario.

4- La deuda pública, actuó atrayendo capitales por sus elevados intereses.

Fue en 1856 y a pesar de la continua intervención del Estado en la economía, cuando los progresistas del Bienio aprobaron dos importantes leyes sobre Banca y Sociedades de Crédito. La primera regulaba el derecho de emisión de moneda, asignado a un banco emisor por localidad y a un máximo del triple del capital del banco. Se rebautizaba el Banco de San Fernando como Banco de España (en 1847 se había fusionado con el Banco de Isabel II), y se le otorgaban funciones oficiales. Por último, se establecía un riguroso control gubernamental sobre el funcionamiento de los bancos. Más permisiva fue la Ley sobre Sociedades de Crédito: regulaba la fundación de sociedades de crédito por acciones, previo desembolso en depósito del 10% del capital, y les otorgaba mucha mayor libertad de actuación que a los bancos de emisión.

I.3.- POBLACIÓN Y SOCIEDAD.

La reforma agraria y el inicio de la industrialización dieron lugar a nuevas relaciones sociales que culminaron con la desaparición de los estamentos y el surgimiento de una nueva sociedad de clases.

1- La evolución de la población española.

La población española creció de forma importante en el siglo XIX. A comienzos del siglo, según el Censo de Godoy de 1797, había en España unos 11 millones de habitantes, que en 1833 pasaron a 12,3 millones y en 1857, según cifras del primer censo estadístico de la Historia de España, 15.464.000 habitantes.

Este crecimiento cabe atribuirlo al desarrollo económico, y desde 1840 al fin de la guerra carlista.

Las características generales de esta población eran aún propias del ciclo antiguo con una mortalidad muy elevada: sucesivas guerras en el primer tercio del siglo, la incidencia grave de las epidemias infecciosas, sobre todo cólera y tuberculosis, seguidos de cerca por la gripe o el sarampión. Otro factor fueron las sucesivas crisis de subsistencias. Sin embargo, el crecimiento de la población era importante. Hasta 1853 el gobierno mantuvo la vieja teoría poblacionista del pasado y prohibió la emigración. En ese año una Real Orden permitió finalmente la emigración al extranjero, dirigiéndose principalmente hacia América (Argentina y Brasil sobre todo) y Argelia. Afectó a campesinos y artesanos.
También hay algunos esfuerzos aislados del gobierno por mejorar las condiciones de higiene, especialmente en las grandes ciudades, mediante disposiciones sobre recogida de basuras, limpieza de calles y hospitales, etc., pero poco eficaz, debido al atraso cultural del país.

2- La Sociedad isabelina.

La sociedad de mediados del siglo XIX es ya una sociedad de clases moderna. Las leyes de la década de 1830 acabaron definitivamente con la sociedad del Antiguo Régimen y con los privilegios estamentales. Eso no significa que la nobleza no conservara, a lo largo del siglo XIX e incluso del XX, algunos privilegios formales y simbólicos, e incluso una influencia y prestigio social superiores a los del resto de la población.

Podemos dividir la sociedad isabelina en tres grandes grupos sociales: la clase dirigente, las llamadas clases medias y los sectores populares.

 La clase dirigente estaba formada por la vieja aristocracia, por un lado, las altas jerarquías del clero, del Ejército y de la Administración y la alta burguesía, en último término.
- La vieja nobleza perdió sus privilegios estamentales, pero la desvinculación de la tierra convirtió sus señoríos en propiedad privada, y la desamortización le permitió aumentar incluso sus tierras, por lo que en general mantuvo su riqueza y conservó poder a través de su posición en la Corte y su influencia sobre la Reina; en el Ejército y en la política, al ocupar escaños vitalicios en el Senado y desde 1856, fundirá sus intereses con los de la burguesía.

- La alta burguesía. Basándonos en su ocupación la podemos dividir en cinco subgrupos:

- 1º- La burguesía terrateniente y rentista que se formó gracias a la desamortización. Vivían en las ciudades y apoyaban la política de los moderados, favorable al proteccionismo. No invirtieron sus ganancias en mejorar la producción agraria.

- 2º- Los comerciantes, integrados por armadores, transportistas, exportadores y negociantes, un puñado de familias poderosas sobre todo en las ciudades costeras.

- 3º- La burguesía financiera importante e influyente a partir de 1856. Estaba constituida por los grandes financieros, banqueros y prestamistas, formaron parte de las nuevas Sociedades de Crédito que impulsaron la construcción del ferrocarril.

- 4º- Algunos miembros de la burguesía profesional: abogados, médicos, funcionarios de alto rango y dirigentes políticos que juega sin embargo un importante papel en la dirección del país.
- 5º- Los grandes industriales, numéricamente son pocos. Eran favorables a una política proteccionista – sobre todo los industriales catalanes del sector textil.

- Las llamadas clases medias. Constituían un conjunto bastante heterogéneo y muy difícil de delimitar, son un grupo reducido, apenas un 5% de la sociedad. Formado por pequeños propietarios rurales, campesinos acomodados poseedores de su propia tierra, mandos intermedios del Ejército, funcionarios, profesionales liberales de menor nivel, pequeños comerciantes y empresarios, propietarios de talleres, etc. Sus ingresos estaban por encima de los de obreros y campesinos jornaleros, pero eran demasiado precarios como para no pasar dificultades.

Vivían una vida austera, con el fin de sacar adelante a sus hijos, para los que soñaban con un puesto en la Administración o en el Ejército. Los más afortunados conseguían, dar a sus hijos varones estudios de Medicina o Derecho, las carreras más cotizadas.

Su ideología tendía a ser muy conservadora, recelosa ante los cambios y miedosa de caer en la proletarización. Aunque la mayoría no tenía derecho al voto, dada la escasa contribución que pagaban, eran un sector clave en el que se asentaba el poder de las clases dominantes; cuando estos sectores dejaron de apoyar a Isabel II, en 1868, cayó la monarquía.

 Campesinos, artesanos y trabajadores de servicios.

El campesinado era el grupo más numeroso del país, constituía alrededor del 80% de la población. Su principal característica fue la pérdida general de nivel de vida, debido a la tendencia general de caída de los precios, que hizo perder capacidad adquisitiva a pequeños propietarios y arrendatarios. Sus ingresos disminuyeron, mientras que los jornales se mantenían también bajos. La desamortización, en general, les perjudicó, pues los nuevos propietarios no sólo no invirtieron en mejorar los cultivos, sino que, en muchas regiones, comenzaron por expulsar a los antiguos colonos de sus tierras e impusieron nuevos contratos que los convirtieron en simples jornaleros, sobre todo en Andalucía y Extremadura. La desamortización de Madoz, al poner en venta las tierras de propios y baldíos, dio el golpe mortal, al eliminar el respiro económico que suponía la explotación de esas tierras para muchos campesinos.

El resultado de todo ello es que los gobiernos isabelinos frustraron las esperanzas y el apoyo que el campesinado había prestado a la revolución liberal. Los liberales no sólo no realizaron la reforma agraria, sino que reforzaron la estructura de la propiedad de la tierra, aumentaron el poder de los terratenientes y defendieron sus intereses.

A mediados de siglo, la gran mayoría de los campesinos vivía al margen de los movimientos políticos, y la sociedad agraria seguía siendo un mundo tradicionalista.

Los artesanos seguían siendo un grupo social relativamente numerosos en el interior de la Península, y sobre todo en aquellos sectores de producción en los que la industrialización era difícil. Apegados a sus privilegios antiguos, la mayoría de ellos reaccionaron de manera conservadora, enfrentándose a los cambios y al libre mercado, y apoyando los intereses de los terratenientes.

Grupo social en expansión era el de los trabajadores de servicios. Con el crecimiento de las ciudades y de la Administración, aumentó paulatinamente el número de funcionarios y empleados, sobre todo en Madrid y grandes ciudades.

4- Los trabajadores fabriles.

El desarrollo de la industria del algodón y la primera siderurgia hicieron afluir a las ciudades a miles de trabajadores agrícolas en paro o que habían sido expulsados por la guerra o la expropiación de sus tierras. El resultado fue una emigración masiva a las ciudades a partir de los años cuarenta, que hizo crecer los barrios periféricos, en donde se amontonaban los campesinos en paro con sus familias, a la búsqueda de un empleo en la industria.

Quienes podían encontrar empleo en la industria trabajaban de 12 a 14 horas, en unas condiciones poco favorables – ruidos, polvo, sin seguridad alguna en el trabajo... , y sin otro descanso que los domingos. Trabajaban por igual hombres, mujeres y niños de hasta 6 y 7 años de edad. Los salarios eran muy bajos y apenas permitían una alimentación consistente básicamente en pan, habichuelas y patatas. A las enfermedades infecciosas había que añadir las sociales: el alcoholismo y las enfermedades venéreas. El analfabetismo era general: afectaba al 69% de los hombres y al 92% de las mujeres.
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